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 CHILE 
 EL LEGADO DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
 
 
ENERO DE 1991                RESUMEN Indice AI: AMR 22/01/91/s 
 Distr: SC/CO/GR      
 
 
 El 11 de marzo de 1.990, Patricio Aylwin, máximo dirigente 
de la coalición Concertación de Partidos por la Democracia, 
integrada por 17 partidos, tomó posesión como presidente de Chile, 
poniendo fin a más de 16 años de gobierno militar. 
 
 Una de las cuestiones centrales de la campaña previa a las 
elecciones al congreso y presidenciales del 14 de diciembre de 1.989, 
versaba sobre las propuestas para tratar las graves violaciones 
de derechos humanos cometidas durante el período de gobierno 
militar. Desde que asumió el poder, el gobierno de Aylwin ha tomado 
importantes medidas en relación con las violaciones de derechos 

humanos cometidas en el pasado. Entre ellas se encuentran: la 
creación de la Comisión de Verdad y Reconciliación, para determinar 
la verdad tras muchas de las violaciones de derechos humanos 
cometidas entre septiembre de 1973 y marzo de 1990, recomendar la 
indemnización que deben recibir las víctimas y proponer medidas 
destinadas a evitar que vuelvan a cometerse violaciones de derechos 
humanos; las propuestas para reformar una legislación que había 
afectado seriamente al derecho de los presos acusados por delitos 
políticos a recibir un juicio justo; la liberación de 49 presos 
políticos convictos, gracias a un perdón presidencial; un proyecto 
de ley que pedía la abolición de la pena de muerte; y la ratificación 
de instrumentos internacionales de derechos humanos.  
 
 Amnistía Internacional recibe con satisfacción las medidas 

positivas adoptadas por el gobierno civil. La organización toma 
nota de los obstáculos afrontados por el gobierno chileno al tratar 
el legado de pasadas violaciones de derechos humanos, pero cree 
que el gobierno tiene la obligación permanente de: 
 
-llevar a cabo investigaciones exhaustivas sobre las denuncias de 

violaciones de derechos humanos durante el gobierno anterior, 
entre las que se encuentran denuncias de tortura; hacer 
públicos los resultados de las investigaciones, y hacer 
comparecer a los responsables ante la justicia; 

 
-revisar sin demora los procesos contra los presos acusados de 

delitos políticos, con el fin de determinar si aquellos presos 
que no tuvieron un juicio justo, de acuerdo con las leyes 

internacionales, deben ser liberados, o su caso revisado según 
procedimientos jurídicos con las debidas garantías; 
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-conseguir la abolición de la pena de muerte; 
 
-investigar de manera inmediata e imparcial cualquier denuncia de 

tortura u otro trato cruel, inhumano o degradante, y hacer 
comparecer a los responsables ante la justicia; 

 
-llevar a cabo una revisión global de la judicatura, destinada a 

introducir reformas para conseguir un poder judicial realmente 
imparcial e independiente que nunca vuelva a permitir las 
violaciones de derechos humanos cometidas por agentes del 
estado.  

 
 Esta circular resume las medidas sobre derechos humanos 
introducidas por el gobierno chileno desde marzo de 1990, y ofrece 

una declaración general de las preocupaciones de Amnistía 
Internacional. También pone al día muchas de las inquietudes 
perfiladas en una circular publicada en octubre de 1989, titulada: 
Chile: Resumen de las Preocupaciones de Amnistía Internacional, 
Indice AI: AMR 22/18/89/s. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 Este informe resume un documento de ocho páginas titulado 
Chile:El Legado de los Derechos Humanos, Indice AI: AMR 22/01/91/s, 
 publicado por Amnistía Internacional en enero de 1991. Las personas 
que deseen más información o emprender acciones al respecto deben 
consultar el documento en su integridad. 
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 CHILE 
 
 
 EL LEGADO DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
 
 
Introducción 
 
 El 11 de marzo de 1990, Patricio Aylwin, máximo dirigente de 
la coalición Concertación de Partidos por la Democracia, integrada 

por 17 partidos, tomó posesión como presidente de Chile, poniendo 
fin a más de 16 años de gobierno militar.  
 Una de las cuestiones centrales de la campaña previa a las 
elecciones al congreso y presidenciales del 14 de diciembre de 1989, 
versaba sobre las propuestas para tratar las graves violaciones 
de derechos humanos cometidas durante el anterior gobierno militar. 
Desde que asumió el poder, el gobierno de Aylwin ha tomado 
importantes medidas respecto a las pasadas violaciones de derechos 
humanos. Entre estas medidas se encuentran: la creación de la 
Comisión de Verdad y Reconciliación, encargada de determinar la 
verdad tras muchas de las violaciones de derechos humanos cometidas 
entre septiembre de 1973 y marzo de 1990; las propuestas para 
reformar una legislación que había dañado seriamente el derecho 
de los presos acusados por motivos políticos a recibir un juicio 

justo; la liberación, gracias a un perdón presidencial, de 49 presos 
políticos convictos; y un proyecto de ley que pedía la abolición 
de la pena de muerte.  
 Además, en agosto, el gobierno chileno ratificó la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Niño. También retiró todas las 
reservas, salvo una, formuladas a la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, así como las reservas formuladas a la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, ambas 
ratificadas por el anterior gobierno, en 1988. Estas reservas habían 
limitado significativamente la eficacia de los tratados. Además, 
el gobierno firmó una declaración en la que reconocía la competencia 
de la Comisión de Derechos Humanos para examinar las denuncias 

interestatales, en virtud del artículo 41 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos. 
 El alcance de unas cuantas iniciativas de derechos humanos 
llevadas a cabo por el gobierno estuvo limitado por una serie de 
factores, muchos de ellos heredados de la administración anterior. 
La Constitución de 1980, por ejemplo, aunque enmendada en varios 
aspectos después de un plebiscito celebrado en julio de 1989, 
continuaba imponiendo limitaciones al gobierno civil. Por ejemplo, 
garantizaba la permanencia del general Pinochet como Comandante 
en Jefe de las fuerzas armadas. También permitía a la anterior 
administración designar nueve senadores al Congreso. Eso significó 
que, aunque la Concertación ganó 22 de los 38 escaños disponibles 
del Senado, no logró la mayoría absoluta. En la práctica, esto 
permitió a los representantes de los partidos que apoyaban al 

anterior gobierno y a los senadores designados obstaculizar algunas 
de las reformas legislativas propuestas por el gobierno de Aylwin, 
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entre las que se encontraban algunas dirigidas a facilitar la pronta 

liberación de algunos presos políticos y a acelerar los juicios 
de los casos restantes. (Pueden encontrarse más detalles en el 
apartado "Juicios de Presos Políticos", en este mismo documento). 
Los miembros de la Corte Suprema, nombrados bajo la administración 
anterior, obstaculizaron aún más las iniciativas del gobierno al 
dar por terminadas algunas investigaciones sobre pasadas 
violaciones de derechos humanos.  
 Amnistía Internacional ha seguido con gran interés las medidas 
iniciadas por el gobierno chileno desde que asumió el poder para 
ocuparse de las violaciones de los derechos humanos cometidas 
durante el período de gobierno militar. La organización toma nota 
de los obstáculos afrontados por el gobierno chileno al tratar el 
legado de pasadas violaciones de derechos humanos, pero cree que 
el gobierno tiene la obligación permanente de:  

-llevar a cabo investigaciones exhaustivas sobre las denuncias de 
violaciones de derechos humanos durante el gobierno anterior, 
entre las que se encuentran denuncias de torturas; hacer 
públicos los resultados de las investigaciones, y hacer 
comparecer a los responsables ante la justicia; 

-revisar sin demora los procesos contra los presos acusados de 
delitos políticos, con el fin de determinar si aquellos presos 
que no recibieron un juicio justo, de acuerdo con las leyes 
internacionales, deben ser liberados, o su caso revisado según 
los requisitos exigidos por la normativa internacional; 

-conseguir la abolición de la pena de muerte; 
-investigar de manera inmediata e imparcial cualquier denuncia de 

tortura u otro trato cruel, inhumano o degradante, y hacer 
comparecer a los responsables ante la justicia; 

-llevar a cabo una revisión global de la judicatura, destinada a 
introducir reformas para conseguir un poder judicial realmente 
independiente e imparcial que nunca vuelva a permitir 
violaciones de derechos humanos cometidas por agentes del 
estado. 

 
 
1. Investigaciones sobre violaciones de derechos humanos 
 A lo largo del año, continuaron saliendo a la luz indicios 
de la participación de fuerzas militares y de seguridad en graves 
violaciones de derechos humanos, con el descubrimiento de varias 
sepulturas clandestinas que contenían los restos de víctimas de 
pasadas violaciones de derechos humanos. Algunos de los cuerpos 
fueron posteriormente identificados como individuos que habían 

desaparecido después de su arresto, o de los que se sabía que habían 
sido ejecutados sumariamente por el ejército o las fuerzas de 
seguridad. No obstante, los tribunales continuaron aplicando la 
Ley de Amnistía de 1978 (Decreto ley 2.191 de 1978) para obstaculizar 
las investigaciones sobre violaciones cometidas entre 1973 y 1978, 
un período marcado por violaciones de derechos humanos graves y 
generalizadas, entre ellas desapariciones

1
 y ejecuciones 

extrajudiciales. Además, la Corte Suprema apoyó una petición de 

                     
    

1
La política de desaparición contra los opositores al gobierno 

militar cesó en gran  parte en 1977, aunque en los años siguientes 
se registraron unos cuantos casos. Para más información, consulten 
el informe de Amnistía Internacional, Disappearances: The Truth 
Must be Revealed (Desapariciones: La verdad debe ser revelada), 

Indice AI: AMR 22/13/88. 
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un tribunal militar para que las investigaciones suscitadas por 

el descubrimiento de una sepultura clandestina fueran trasladadas 
de la jurisdicción civil a la militar, con lo que quedaron pocas 
esperanzas sobre la continuidad de las investigaciones.    
 
A. La Comisión de Verdad y Reconciliación 
 
 El 24 de abril, el presidente Patricio Aylwin anunció la 
creación de la Comisión de Verdad y Reconciliación. Esta Comisión 
se encargaría de reunir información para establecer la verdad tras 
los casos de desaparición, ejecución y muerte a consecuencia de 
torturas, así como las muertes a consecuencia de actos violentos 
perpetrados por individuos por motivos políticos. En su mandato 
se incluía también el recomendar medidas destinadas a evitar futuras 
violaciones de derechos humanos, y fijar las posibles 

indemnizaciones que debían recibir las víctimas. Su informe no 
incluiría las centenares de denuncias de torturas presentadas ante 
los tribunales durante años. No tendría poderes formales, pero 
dentro de sus competencias entraba el transmitir información a los 
tribunales sobre casos para que fueran sometidos a revisión 
judicial. Se dio un período de seis a nueve meses a la Comisión 
para que preparase un informe al presidente.  
 La creación de la Comisión proporcionó a los individuos la 
oportunidad de presentarse, algunos por primera vez, a ofrecer su 
testimonio. Las organizaciones de derechos humanos, algunas ramas 
de las fuerzas armadas, los partidos políticos y otros organismos 
presentaron también casos. A finales de año, se informó que se habían 
recibido más de 3.000 casos. En el momento de redactar este escrito, 
se esperaba que el informe fuera presentado al presidente Aylwin 

a principios de 1991.  
 
B. Casos archivados en virtud de la Ley de Amnistía de 1978 
   (decreto ley 2.191). 
 
 A lo largo del año, siguieron archivándose casos en virtud 
de la Ley de Amnistía de 1978. Objeto de preocupación especial para 
Amnistía Internacional fue un fallo de la Corte Suprema, del 24 
de agosto, que apoyaba la decisión de los tribunales militares 
inferiores de aplicar la Ley de Amnistía para dar por terminadas 
las investigaciones sobre la desaparición de 35 personas. Esta 
decisión puso fin a una de las acciones legales más importantes 
emprendidas contra miembros de la agencia de inteligencia, la 
Dirección de Inteligencia Nacional (DINA), formalmente  disuelta 

en 1978, e implicada en un número significativo de desapariciones.  
 El caso se inició en 1978, cuando se presentó una querella 
criminal ante los tribunales contra el general Manuel Contreras, 
director de la agencia de inteligencia, y otros altos funcionarios, 
por su responsabilidad en el secuestro y posterior desaparición 
de 70 personas entre 1974 y 1976. El caso incluía testimonios 
importantes que apoyaban las denuncias de arrestos ilegales, 
torturas y desapariciones por la DINA. En un principio, el caso 
se presentó ante un tribunal civil, pero fue inmediatamente 
archivado sin ulterior investigación cuando el tribunal decretó 
que no entraba en su jurisdicción. De los 70 casos, 35 fueron abiertos 
de nuevo por la Corte Marcial en 1983. Estos casos fueron archivados 
en virtud de la Ley de Amnistía por el entonces juez militar general 
Carlos Parera, a finales de 1989. 

 En agosto de 1990, la Corte Suprema rechazó un recurso 
presentado por un abogado en representación de los familiares de 
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los presos desaparecidos, que argumentaba que la Ley de Amnistía 

era inconstitucional. La decisión de la Corte Suprema respecto a 
que los casos de graves violaciones de derechos humanos cometidas 
antes de 1978 podían ser archivados antes de quedar establecidos 
los hechos y la responsabilidad criminal, sentaba un precedente 
legal que socavaba las esperanzas de conseguir que se castigara 
a los culpables de otros casos o de que se esclareciera el paradero 
de las víctimas.  
 Otras investigaciones sobre casos de desaparición archivados 
por los tribunales militares durante 1990, incluían la de Claudio 
Tognola Ríos, un médico de la ciudad norteña de Tocopilla, que 
desapareció después de su arresto por una patrulla militar en 1973. 
Su caso fue archivado en febrero por el Coronel Julio Pacheco Parado, 
juez militar en funciones de Antofagasta. En noviembre de 1990, 
se informó de que los  restos de Claudio Tognola Ríos, encontrados 

en una mina abandonada en Tocopilla, habían sido identificados.  
 
C. Investigaciones suscitadas por el descubrimiento de sepulturas 
   clandestinas y que han pasado a manos de los tribunales militares 
 
 En noviembre, la Corte Suprema apoyó una petición de los 
tribunales militares para que las investigaciones suscitadas a raíz 
del descubrimiento de una fosa común en Pisagua, al norte de Chile, 
fueran transferidas de la jurisdicción civil a la militar, con lo 
que quedaban pocas esperanzas de que las investigaciones 
continuaran.  
 La revelación, en junio, de que se había descubierto una fosa 
común en Pisagua, en el lugar donde estuvo ubicado un campamento 
de prisioneros después del golpe militar, provocó una protesta 

nacional. Varios centenares de presos políticos pasaron por el 
campamento entre septiembre de 1973 y la segunda mitad de 1974. 
Algunos fueron ejecutados sumariamente por orden de los Consejos 
de Guerra o con el pretexto de que habían tratado de escapar. Durante 
años, sus familiares han estado pidiendo que se abrieran 
investigaciones para esclarecer las circunstancias que rodearon 
las muertes de sus seres queridos y para que les fueran devueltos 
sus cuerpos.  
 Se informó que algunos de los cuerpos recuperados en junio 
estaban en condiciones casi perfectas debido a la composición 
mineral de la arena del desierto, y conservaban aún, intactas, las 
vendas que les tapaban los ojos y las cuerdas que ataban sus muñecas. 
Se dijo que ocho de los cuerpos habían sido identificados como presos 
que habían desaparecido, cinco de ellos por razones no políticas. 

De los once identificados como víctimas de ejecuciones 
extrajudiciales, se informó que ocho habían sido ejecutados 
sumariamente por mandato de un Consejo de Guerra, y tres habían 
sido muertos a tiros con el pretexto de que trataban de escapar.  
 Al final del año, la Corte Suprema estaba además estudiando 
una demanda de los tribunales militares para transferir de la 
jurisdicción civil a la militar las investigaciones suscitadas por 
el descubrimiento de los restos de 18 campesinos muertos en 1973 
en la localidad de Chihuío, en la región centro-meridional de Chile. 
 Algunos jueces de tribunales civiles continuaron, no obstante, 
investigando casos de abusos cometidos durante el período abarcado 
por la Ley de Amnistía. Algunos investigaban las denuncias de 
inhumación ilegal presentadas tras el descubrimiento de sepulturas 
secretas y la posterior identificación de algunos de los cuerpos, 

aún cuando muchos de los casos ya habían sido amnistiados por los 
tribunales militares. Otra investigación que continuaba era la 
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conducida por la juez Gloria Olivares sobre la desaparición, en 

julio de 1974, de Alfonso Chanfreau Oyarce. Este hombre fue arrestado 
por la Dirección de Inteligencia Nacional y recluido en Londres 
38, un centro secreto de detención, hasta su desaparición, dos 
semanas más tarde. En septiembre, la juez visitó el centro de 
detención, ya en desuso, acompañada de personas que habían 
permanecido recluidas allí al mismo tiempo que Alfonso Chanfreau. 
Con sus testimonios, pudo demostrar que, en 1974, Londres 38 se 
utilizaba como centro de tortura de la DINA; según informes, la 
juez ordenó que se iniciaran nuevas investigaciones. 
 
D. Investigaciones sobre casos posteriores a 1978 
 
  La mayoría de los casos de violaciones de derechos humanos 
cometidas después del período comprendido por la Ley de Amnistía 

de 1978 permanecieron sin resolver, aunque se informó que se había 
hecho algún progreso en un número limitado de investigaciones 
dirigidas por jueces de tribunales civiles.  
 En diciembre, por ejemplo, el ministro en visita (juez especial 
de investigación) a cargo de las investigaciones sobre el asesinato 
de cuatro activistas de izquierda en septiembre de 1986, interpuso 
denuncia contra un ex agente de la disuelta Central Nacional de 
Informaciones (CNI)

2
, ahora agente de la Dirección de Inteligencia 

Nacional del Ejército (DINE). Fue acusado en relación con el 
secuestro y homicidio del periodista José Carrasco, uno de los cuatro 
hombres secuestrados y muertos en septiembre de 1986 por un grupo 
clandestino autodenominado Comando 11 de setiembre, poco después 
del intento de asesinato contra el general Pinochet. 
 Amnistía Internacional recibe con satisfacción las importantes 

medidas tomadas por el presidente Aylwin para tratar los pasados 
abusos de derechos humanos, y entre las que se encuentra la creación 
de la Comisión de Verdad y Reconciliación. Amnistía Internacional 
espera que se llevarán a cabo investigaciones exhaustivas sobre 
las graves denuncias de derechos humanos, y que se hará comparecer 
a los responsables ante la justicia. Aunque Amnistía Internacional 
no toma posición sobre las amnistías posteriores a la declaración 
de culpabilidad o las medidas de clemencia, cree que éstas nunca 
deben concederse a expensas del derecho de las víctimas y sus 
familiares a conocer la verdad, a que se haga justicia, y a recibir 
una compensación. Amnistía Internacional cree que una importante 
salvaguardia para evitar que se repitan estas prácticas consiste 
en garantizar que los responsables de graves violaciones de derechos 
humanos comparecen ante la justicia. 

 
2. Juicios a presos políticos 
 
 En numerosas ocasiones, Amnistía Internacional ha expresado 
su preocupación por la falta de garantías respecto a un juicio justo 
en los casos de presos acusados de delitos políticos. En mayo de 
1989, Amnistía Internacional publicó un informe en el que se daba 
una detallada descripción de las graves irregularidades registradas 
en los juicios a presos políticos. [Para más detalles, véase 
Political Prisoners en Chile: Their Right to a Fair Trial (Presos 

                     
    

2
La CNI, implicada en graves violaciones de derechos humanos, 

como ejecuciones extrajudiciales y torturas, fue formalmente 
disuelta en febrero de 1990, y sus archivos y personal transferidos 

a la Dirección de Inteligencia Nacional del Ejército (DINE). 
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Políticos en Chile: Su derecho a un juicio justo), Indice AI: AMR 

22/11/89]. 
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 Cuando el gobierno civil tomó posesión, en marzo, unos 380 
presos acusados de delitos políticos permanecían en prisión. La 
mayoría tenía procesos pendientes ante tribunales militares por 
cargos sobre pertenencia a grupos armados de oposición o delitos 
de armas. Una de las primeras medidas del presidente fue anunciar 
un perdón para 47 presos políticos convictos

3
. También anunció 

propuestas para reformar una legislación que había provocado graves 
irregularidades en los juicios a presos políticos. Entre esas 
propuestas había reformas que pretendían: invalidar las confesiones 
obtenidas mediante torturas; restringir la competencia de la 
justicia militar a los delitos militares; permitir a los jueces 
civiles revisar todos los casos presentados actualmente ante los 
tribunales militares; precisar la definición de terrorismo; y 
reducir las penas para los delitos políticos. También presentó un 

proyecto de ley que pedía la abolición de la pena de muerte [véase 
más abajo, el apartado "Pena de muerte"].  
 Algunas de estas reformas fueron rechazadas por la comisión 
del senado en noviembre, entre ellas la propuesta para restringir 
la competencia de la justicia militar a los delitos militares y 
una serie de disposiciones que habrían beneficiado a los presos 
políticos. Posteriormente, en diciembre, se llegó a un acuerdo en 
el congreso entre los partidos mayoritarios representados, en el 
que se incluían, entre otras cosas: una modificación temporal del 
artículo 9 de la Constitución que ampliaba el poder del presidente 
para otorgar el perdón a los presos políticos detenidos antes del 
11 de marzo de 1990 y declarados culpables en virtud de la Ley 
Antiterrorista, de la Ley de Control de Armas y de la Ley de Seguridad 
del Estado; y la transferencia de casos de presos políticos acusados 

de delitos en virtud de estas leyes, que pasarían de las manos de 
los fiscales militares especiales a las de la Corte de Apelaciones. 
Ambas medidas estaban esperando la aprobación final del congreso 
a final de año, y la situación de unos 230 presos seguía sin resolver.  
 Amnistía Internacional cree que la mayoría de los presos 
políticos no se han beneficiado ni siquiera de las mínimas garantías 
con respecto a sus derechos fundamentales, tales como el derecho 
a no ser torturados, el derecho a ser juzgados por un tribunal 
independiente e imparcial, la oportunidad de ejercer plenamente 
su derecho a la defensa y a la igualdad de todas las partes en el 
juicio. La organización pide que su situación sea examinada de nuevo 
sin demora, con el fin de determinar si aquellos presos que no 
recibieron un juicio justo, de acuerdo con las exigencias de la 
normativa internacional, deben ser liberados, o su caso revisado 

en procedimientos con las debidas garantías. 
 
3. La pena de muerte  
 
 El 25 de enero de 1990, la Corte Marcial conmutó las sentencias 
de muerte contra Juan Díaz Olea y Cristián Vargas Barahona por las 
de cadena perpetua. Habían sido condenados a muerte en primera 
instancia por un juez militar en febrero de 1989. Para más 
información sobre este caso, incluyendo detalles de las graves 
irregularidades registradas durante sus juicios, véase Political 
Prisoners in Chile: Their Right to a Fair Trial (Presos políticos 
en Chile: Su derecho a un juicio justo), Indice AI:AMR 22/11/89 
y Cuando es el Estado el que mata. Los derechos humanos frente a 

                     

    
3
Dos presos políticos recibieron un perdón más tarde, en julio. 
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la pena de muerte, publicados en 1989. 

 En marzo, el presidente Aylwin presentó un proyecto de ley 
ante el Congreso en el que pedía la abolición de la pena de muerte 
de la legislación existente

4
. El proyecto de ley, aprobado por la 

Cámara de Diputados, fue rechazado en diciembre por el Senado, el 
cual votó porque se mantuviera la pena de muerte para 37 delitos.  
 En el momento de redactar estas líneas, nueve presos acusados 
de delitos políticos seguían con petición de pena de muerte.  
 Amnistía Internacional se opone incondicionalmente a la pena 
de muerte en todos los casos.  
 
4. La tortura y otras formas de malos tratos 
 
 Las denuncias de tortura disminuyeron significativamente a 
partir del 11 de marzo de 1990. De todos modos, Amnistía 

Internacional sentía preocupación por las noticias de las denuncias 
de al menos 17 casos de tortura, la mayoría a manos de carabineros 
(agentes de policía uniformados).  
 Al menos ocho de los detenidos, algunos de ellos acusados de 
delitos políticos, dijeron que habían sido torturados durante el 
tiempo que permanecieron recluidos en la Tercera Comisaría de 
Santiago.  
 El trato descrito por los detenidos incluía la aplicación de 
descargas eléctricas, el "teléfono" (al detenido le golpean en las 
orejas con las palmas de las manos), el "submarino" (al detenido 
le sumergen la cabeza bajo el agua hasta que ya no puede respirar), 
colgamientos de las muñecas, privación de sueño y palizas. Los 
detenidos también denunciaron haber sido sometidos a intimidación 
psicológica en forma de amenazas contra ellos y sus familiares.  

 Asimismo, se produjeron informes sobre el uso excesivo de 
fuerza por los carabineros durante algunas manifestaciones. En 
septiembre, por ejemplo, los carabineros fueron considerados 
responsables de herir al menos a tres personas, una de ellas de 
gravedad. Los incidentes tuvieron lugar durante una manifestación 
pacífica que se dirigía al Cementerio General de Santiago para 
depositar flores sobre la tumba del ex presidente Salvador Allende, 
y para recordar a las víctimas de violaciones de derechos humanos 
enterradas en sepulturas sin identificación en el Patio 29 del 
cementerio.  
 Amnistía Internacional también veía con preocupación que, a 
pesar de los cientos de denuncias de tortura presentadas ante los 
tribunales a lo largo de los años, en las que se implicaba a personal 
de la Central Nacional de Informaciones (CNI), sus miembros 

continuaban disfrutando de impunidad. En marzo, la Corte Marcial 
confirmó la decisión de un tribunal militar inferior de liberar 
a dos ex-miembros de la CNI acusados de causar la muerte de Mario 
Fernández López en octubre de 1984. Mario Fernández López, de 
profesión conductor, murió en el hospital después de haber sido 
sometido a torturas en un centro secreto de detención de la CNI. 
Fue uno de los casos excepcionales conocidos por Amnistía 
Internacional desde 1973 en el que se condenó a varios agentes de 
las fuerzas de seguridad chilenas por violaciones de derechos 
humanos.  

                     
    

4
En la Constitución existe una disposición para la pena de 

muerte. Cualquier cambio en la Constitución requiere una mayoría 

de dos tercios en el Congreso.  

 Amnistía Internacional recibe con satisfacción el compromiso 
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del gobierno respecto a garantizar la erradicación del uso de la 

tortura en Chile, y su decisión de retirar las importantes reservas 
formuladas por el anterior gobierno militar a la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes y a la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura. Amnistía Internacional considera 
esencial que se lleven a cabo investigaciones exhaustivas sobre 
cualquier denuncia de tortura, y que se haga comparecer a los 
responsables ante la justicia. Además, Amnistía Internacional cree 
que las investigaciones sobre todas las denuncias de tortura 
presentadas ante los tribunales durante los años de gobierno militar 
deben ser investigadas a fondo y los responsables juzgados de acuerdo 
con las obligaciones del gobierno chileno respecto a las normas 
internacionales de derechos humanos.  
 
5. Violación del derecho a la libertad de expresión  
 
 Unos 30 periodistas afrontaron procedimientos jurídicos ante 
tribunales militares a lo largo del año. Algunos casos fueron 
llevados por fiscales militares según los artículos 248 o 417 del 
Código de Justicia Militar, el cual considera un delito "amenazar, 
ofender o difamar" a las fuerzas armadas o a los carabineros, 
respectivamente. Algunos de los casos eran resultado de acciones 
legales emprendidas bajo el anterior gobierno, mientras otros fueron 
entablados en 1990, después de que el gobierno civil asumió el poder. 
 Entre los periodistas que fueron arrestados y recluidos 
brevemente durante el año estaba Juan Pablo Cárdenas, director de 
la revista Análisis, arrestado el 26 de septiembre en relación con 
unos artículos que discutían el papel de las fuerzas armadas en 

pasadas violaciones de derechos humanos. Fue liberado 
incondicionalmente el 9 de octubre, cuando la Corte Marcial  revocó 
los dos cargos contra él. Alfonso Stephens, columnista de Análisis, 
y Juan Andrés Lagos, editor del periódico El Siglo, arrestados 
también en septiembre, fueron puestos en libertad bajo fianza en 
octubre. 
 Varios periodistas recibieron amenazas de muerte durante el 
año a raíz de la publicación de artículos sobre el papel de las 
fuerzas armadas en pasadas violaciones de derechos humanos.  
 Amnistía Internacional siente preocupación por el continuo 
hostigamiento a periodistas en forma de acciones legales iniciadas 
ante tribunales militares, detenciones temporales y amenazas de 
muerte.  
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ACCIONES RECOMENDADAS 
 
 Por favor, asegúrense de que todas las personas pertinentes 
de su Sección reciben copias de este documento, y que se archiva 
debidamente para futuras consultas. Además, rogamos emprendan 
tantas de las siguientes acciones recomendadas como sea posible. 
 
1.Encargados de Sección: este documento perfila las medidas tomadas 

por el gobierno civil de Patricio Aylwin desde su toma del 
poder, en marzo de 1990, y proporciona un resumen general de 
nuestras preocupaciones. Pueden enviarlo al ministro de 

Asuntos Exteriores de su país, como se indica en IOR 41/15/90/s 
de noviembre de 1990, en relación con las preocupaciones de 
Amnistía Internacional en Chile en la próxima sesión de la 
Comisión de las Naciones Unidas sobre Derechos Humanos.  

 
2.Encargados de Prensa: Este documento puede distribuirse a los 

contactos de los medios de comunicación si lo solicitan. Es 
probable que haya un aumento del interés de los medios de 
comunicación por Chile una vez el informe de la Comisión de 
Verdad y Reconciliación sea entregado al presidente Aylwin, 
en febrero. 

 
3.Coordinadores de Chile y el RAN Sudandino: este documento es 

externo, y puede ser utilizado para responder las peticiones 

de información sobre la evolución de los derechos humanos en 
Chile en 1990 y las continuas preocupaciones de Amnistía 
Internacional.  

 
DISTRIBUCION POR EL SI 
 
 El SI ha enviado directamente este documento a: todas las 
Secciones, coordinadores del RAN Sudandino, Grupos con presos 
chilenos y Grupos con expedientes de desaparecidos en Chile.  


